TUTELA SINDICAL – EMPLEADO MUNICIPAL – COMPETENCIA – CONTRATO ADMINISTRATIVO TEMPORARIO – RESCISION ANTICIPADA – COSTAS.-
SENTENCIA NÚMERO: CIENTO CINCO.

Marcos Juárez, cinco de julio de dos mil dieciocho.- 

Y VISTOS: Estos autos caratulados “GUTIERREZ, Nancy Beatriz c/ Municipalidad de MARCOS JUAREZ - Procedimiento Sumario. Tutela Sindical. Querella por práctica desleal” (SAC n.° 6882605), de los que resulta que: a) A ff. 125/137 comparece la Sra. Nancy Beatriz Gutierrez, D.N.I. N° 18.053.543, por derecho propio y en su carácter de Revisora de Cuentas Suplente del SINDICATO UNION OBREROS Y EMPLEADOS MUNICIPALES DE MARCOS JUAREZ (S.U.O.E.M.), Personería Gremial N° 1111, con el patrocinio letrado del Dr. Eduardo David Krivoruk, interponiendo formal acción sumaria de restablecimiento de las condiciones laborales en los términos establecidos por el art. 52 2° párrafo in fine de la ley 23.551 y querella por práctica desleal (art. 54 Ley 23.551) en contra de la Municipalidad de Marcos Juárez, con motivo de su cesantía en el cargo que desempeñaba en la Municipalidad, dispuesta mediante una simple nota firmada por la responsable de recursos humanos, es decir sin ningún tipo de acto administrativo que sustente la decisión y del dictado y/o aplicación del Decreto Ejecutivo Municipal N° 236/2017 de fecha 15 de Noviembre de 2017 y notificado el día 29 del mismo mes y año en el que se rechaza el recurso de reconsideración interpuesto por la compareciente en contra de esta ilegítima medida como así también de todos los actos administrativos preparatorios del mismo, por cuanto resultan manifiestamente ilegítimos, ilegales, arbitrarios e inconstitucionales, conforme se desarrollará infra. Solicita que al tiempo de resolver, se haga lugar a la demanda de restablecimiento de las condiciones laborales que fueron arbitraria e ilegalmente modificadas por una simple nota del dpto. de recursos humanos y luego mediante el dictado del decreto N° 236/2017 que rechaza el pedido de reconsideración formulado por la accionante declarando la inaplicabilidad y/o nulidad y/o inconstitucionalidad de ambas decisiones, en especial de la notificación remitida por la Encargada de Recursos Humanos recibida con fecha 25/10/2017 donde se le informa que rescinden su contrato de trabajo público después de más de ocho años de estar prestando labores para la Municipalidad sin razón alguna, ni motivo o causal que lo justifique todo mediante una simple nota suscripta por la encargada de Recursos humanos, resultando evidente que la misma obedecía a su calidad de integrante del gremio de municipales. Ante ello interpuso Recurso de Reconsideración ante el DEM, atento su carácter de Revisora de Cuentas del SUOEM, con mandato vigente hasta el día 21/07/2019 y en consecuencia se ordene a la Municipalidad de Marcos Juárez, en la persona del Intendente Municipal a que se abstenga de cesantearla sin motivo o disponer la baja del contrato de trabajo hasta tanto no se realice y finalice la acción dispuesta por el art. 52 de la ley 23.551. El D.E.M. lo rechaza mediante el Decreto 236/2017 desconociendo su calidad de dirigente sindical y ratificando su cesantía de la administración pese a tener fuero sindical, sin haber requerido previamente el desafuero, o sea sin haber efectuado el procedimiento de exclusión de tutela sindical establecida el art. 52 de la ley 23.551.Hace presente que no obstante ostentar el carácter de suplente, en la práctica ha actuado de modo permanente como los demás titulares, participando en toda la actividad gremial, incluso asistiendo a reuniones con las autoridades municipales, representando al gremio, actuación que nunca fue cuestionada por las mismas, quienes han buscado este atajo a los fines de hacer cesar su actividad gremial. Dice que por otro lado la Municipalidad de Marcos Juarez en ningún momento cuestionó su designación en el gremio, ni la extensión de su mandato. La protección sindical del "Delegado Suplente" ha sido expresamente reconocida por la Jurisprudencia que cita. Además, atento la querella interpuesta, solicita la aplicación de la multa por práctica desleal, el cese de la medida adoptada y la aplicación de astreintes conforme lo establece el art. 55 inc. 1) y 2) de la ley 23.551. Respecto de la competencia manifiesta que atento ser Juez natural en razón de la materia (art. 1 inc. 5 ley 7987) resulta competente para entender en la presente causa, el Sr. Juez de Conciliación del Trabajo, de esta ciudad de Marcos Juarez, a los efectos de otorgar la tutela en forma rápida y expedita de las garantías sindicales vulneradas, en razón de que los derechos involucrados e ilegalmente restringidos emanan de una disposición legal del derecho del trabajo (Ley N° 23.551) y dichas facultades en forma actual pretenden ser violadas por el Intendente Municipal de manera arbitraria e ilegal mediante el dictado del Decreto cuestionado y/o actos administrativos y de los cuales se desprenden con claridad la intención de interferir en la vida gremial del sindicado que representa, procurando impedir su participación y el libre ejercicio de la actividad gremial como miembro de la mesa directiva del SUOEM. De esta manera, se violan no solo disposiciones constitucionales (art. 14 bis C.N.) sino también normas específicas del derecho laboral y la acción entablada se encuentra claramente establecida en el art. 52 de la ley 23.551, lo que habilita la competencia del presente juzgado del conciliación por ser juez natural en razón de la materia (Art. 1° inc. 50 ley 7987 y art. 63 Ley 23.551), correspondiendo el procedimiento sumario establecido para los incidentes (art. 83 C.P.T.). Cita jurisprudencia. Relata que ingresó a trabajar en la Municipalidad de Marcos Juarez en el mes de julio de 2009. Que conforme surge de la documentación acompañada ejerce el cargo de Revisora de Cuentas del SINDICATO UNION OBREROS Y EMPLEADOS MUNICIPALES DE MARCOS JUAREZ (S.U.O.E.M.), que cuenta con Personería Gremial otorgada por Resolución N° 1111 del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, ejerciendo su mandato hasta Julio de 2019. Menciona que en el pasado ocupó distintos cargos en el sindicato durante los dos anteriores mandatos, siendo Secretaria de Actas (período 2013/2015) y Vocal Titular (período 2015/2017), o sea que viene con mandato y fuero sindical desde hace más de cuatro arios con más los casi dos que todavía le quedan de mandato hasta Julio del año 2019. Que siempre participó activamente de la actividad gremial, incluso en reuniones con el Ejecutivo Municipal y otras autoridades. Que al ejercer el cargo de representante gremial se encuentra amparada por las garantías gremiales reconocidas por el art. 14 bis de la Constitución Nacional al disponer que "Los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo" y regulada específicamente en los arts. 48, 50 y 52 de la ley 23.551. Por su parte la Constitución de la Provincia de Córdoba consagra en su art. 23 los derechos sociales del trabajador estableciendo en su inciso 12) el derecho de los representantes gremiales a su estabilidad en el empleo y las garantías para el cumplimiento de su gestión y en su inciso 13) el derecho a la estabilidad en los empleos públicos de carrera, disponiendo finalmente que en caso de duda sobre la aplicación de normas laborales, prevalece la más favorable al trabajador. La "extinción del contrato de trabajo de un trabajador con fuero sindical", regulada por la citada norma legal es asimilable a un "despido" en tanto se trata de un acto de denuncia motivada del contrato de trabajo dispuesta por el empleador que, aunque no configura la "justa causa" prevista por el art. 242 L.C.T., tiene como efecto jurídico principal el de extinguir el contrato de trabajo por otra causal, cual es la de que el dependiente se encuentra en condiciones de continuar trabajando mientras tenga mandado en la entidad gremial. Por tal motivo, siendo que el empleador no invoque causal alguna, con el agravante que el despido se manifiesta a través de una nota de personal que no tiene la categoría de funcionario, no podrá soslayar la promoción del procedimiento judicial de exclusión de tutela, previsto por el art. 52 de la ley 23.551, puesto que esta norma determina expresamente que los trabajadores amparados por la protección gremial "no podrán ser despedidos, suspendidos ni con relación a ellos podrán modificarse las condiciones de trabajo, si no mediare resolución judicial previa que los excluya de la garantía". Efectivamente con fecha 25 de Octubre de 2017 por medio de una nota la Encargada de Recursos Humanos de la Municipalidad, Sra. Lescano Posse, sin ninguna facultad legal y sin apoyatura en decisión administrativa alguna le informa que no trabaja más para la Municipalidad, ante esta supuesta notificación, en el plazo legal, o sea el 9 de Noviembre de 2017 interpone un Recurso de Reconsideración atacando el supuesto acto administrativo de desafectación del trabajo, e invocando tutela sindical y la limitación del DEM para despedirla. Que dicha supuesta notificación fue remitida sin la iniciación previa de la acción de exclusión de tutela sindical establecida por el art. 52 de la ley 23.551, conforme lo dispone la doctrina y jurisprudencia que infra se detalla y se desarrolla en amplitud. Que la nota remitida en relación a su desvinculación cuando aún tenía contrato de trabajo vigente y mandato gremial sin concluir (hasta Julio 2019), dado cuenta que la medida antisindical es palmaria e ilegal, lo cual se materializa con el rechazo del Recurso de Reconsideración del DEM que ignora el planteo de reincorporación en violación a la Ley de Asociaciones Sindicales vigente. Es criterio de la Corte Suprema de la Nación que para determinar la validez de una interpretación, debe tenerse en cuenta que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra (Fallos: 304:1820; 314:1849), a la que no se le debe dar un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, sino el que las concilie y conduzca a una integral armonización de sus preceptos (Fallos: 313:1149; 327:769).Que en virtud de tal regla de hermenéutica jurídica, debe armonizarse el alcance de dicha normativa nacional de protección sindical con cualquier Ordenanza y/o acto administrativo municipal, dado que no se puede modificar el contrato de trabajo de un dirigente sindical sin haber previamente solicitado su desafuero; violentando en forma ostensible la protección que todo dirigente o delegado gremial detenta. Reitera, en el caso de los representantes gremiales, corresponde previamente la iniciación de la acción de exclusión de tutela sindical. Que no obstante todos estos preceptos legales, con fecha 29 de noviembre de 2017 se le notifica el Decreto Municipal N° 236/2017 que dispone rechazar su recurso y desconocer su calidad de dirigente gremial con fuero sindical y amparo legal en virtud a lo normado por Ley de Asociaciones Sindicales 23.551. Manifiesta que el accionar municipal provocó una modificación sustancial de sus condiciones laborales al declararla cesante y rescindir su contrato de trabajo que detentaba con más de 8 años de antigüedad y se encontraba vigente.Esta decisión unilateral del Ejecutivo Municipal provocó el cese inmediato de la relación de empleo público, pese a que siguió concurriendo a su trabajo hasta que le impidieron por la fuerza ingresar a su puesto, todo modificando ilegalmente desde su dictado sus condiciones de trabajo generando un estado jurídico incierto para la relación laboral, violando así las garantías establecidas en la constitución nacional, provincial, y consagrado especialmente en el art. 52 de la ley 23.551. Que a través de distintos medios periodísticos, radiales, gráficos y televisivos, las autoridades municipales exteriorizaron su clara intención de, que a través del dictado de una resolución por parte del D.E.M., se pudiera impedir a la compareciente continuar en sus tareas no solo laborales, sino también sindicales.-Conforme surge de la documental que en copia certificada acompaña, la Comisión Directiva del SUOEM convocó a asamblea general extraordinaria para la elección de la Junta Electoral que tuvo a su cargo la organización y fiscalización del proceso electoral para los comicios de designación de autoridades que se realizó el día 21 de Julio del corriente año. Que conforme establece el art. 58 del Estatuto Social del SUOEM que en copia acompaña y que regula los plazos que regirán para las etapas del régimen electoral, llevándose a cabo el acto electoral con fecha 21 de Julio de 2017, previo a la oficialización de las listas y conformación de la Junta Electoral. En dicho acto, y con la presentación de dos listas, fue elegida por la Lista Verde como Revisora de Cuentas, tal surge de la documental que acompaña, en ese contexto fue votada por sus pares municipales y asumió como integrante de la Comisión Directiva de la lista ganadora, tomando posesión del cargo el mismo día una vez concluida la elección. Por tal motivo, tiene fuero sindical desde el mismo momento que era candidata, y desde antes también dado que integró, lo reitera, anteriores Comisiones Directivas desde hacía más de cuatro años, pero llamativamente dos días después de las elecciones legislativas de Octubre del cte. año, la Municipalidad la despide sin más ni causa que justifique tal accionar. Dice que evidentemente nos encontramos ante una persecución personal en contra de su calidad de dirigente gremial del SUOEM. La comunicación efectuada por la Sra. Lescano Posse, mediante nota simple 25/10/2017 y la posterior decisión del Ejecutivo Municipal mediante el dictado del Decreto Municipal N° 236/2017 produce una modificación indebida de las condiciones de trabajo de un representante gremial, y como tal resulta arbitraria, ilegal, e inconstitucional en palmaria violación de la garantía constitucional establecida en el art. 14 bis de la Constitución Nacional que otorga a los representantes gremiales para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo y del art. 23 inc. 12) de la Constitución Provincial que consagra la misma garantía. Y tal ilegalidad manifiesta se produce con la finalidad clara y expresa de entrometerse en la vida institucional del SUOEM, evidenciándose el menoscabo a la libertad sindical consagrada por los arts. 4 y 5 de la ley 23.551 y garantizada por las normas constitucionales (art. 14 bis Constitución Nacional y art. 23 inc. 12 Constitución Provincial), implicando a la vez una práctica desleal regulada por el art. 53 inc. c), g), h), i) de la ley 23.551 que motiva también la querella en contra de la Municipalidad de Marcos Juárez. Con esta arbitraria modalidad se intenta desarticular al gremio, utilizando esta perversa modalidad para rescindir contratos y de esta forma excluir a dirigentes sindicales de la Municipalidad, además de una política de persecución y amedrentamiento. De esta manera, la Municipalidad de Marcos Juárez operando en su calidad de empleadora, en forma actual, lesiona con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta la garantía constitucional establecida en los arts. 14 bis C.N y art. 23 inc. 12) de la C. Pcial., y con dicha práctica desleal también vulnera el ejercicio regular de los derechos de libertad sindical que, como derechos y garantías, que están expresamente reconocidos también por los Tratados Internacionales de jerarquía normativa constitucional (art. 75 inc. 22 CN), como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 16), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) y los Convenios N° 87, 95, 98, 151 (de las relaciones de trabajo en la Administración Pública) y 154 y la Recomendación N° 159, todos ellos de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), entre otras legislaciones concordantes, con jerarquía normativa supra-legal) y como así también los que emanan de los artículos 1, 4, 5, 6, 47, 48, 52 y concordantes de la ley 23.551. Señala que conforme lo expuesto, existe un daño cierto y a la vez una amenaza real e inminente que a través de la aplicación del acto administrativo de notificación de la cesantía y el Decreto N° 236/2017 (el cual no está firme) que dispone ilegalmente e inconstitucionalmente la exclusión de la garantía sindical modificando sus condiciones laborales, sin la iniciación previa de la acción establecida por el art. 52 de la ley 23.551, se le impide ejercer con absoluta libertad y sin injerencia del empleador su derecho a participar como dirigente gremial recientemente electa por una de las listas que se presentaron en el proceso eleccionario realizado, como así también se le vulnere el derecho de ejercer su actividad sindical, empleando para ello cualquier otro medio arbitrario e ilegal como los ya ejercidos, por cuanto los mismos producirán lesiones y restricciones, gravísimas e irreparables a derechos y garantías reconocidas y acordadas por las Constituciones de la Nación (art. 14 bis) y de la Provincia (art. 23 inc. 12), como así también por los Tratados Internacionales de jerarquía normativa constitucional (art. 75 inc. 22 CN) citados precedentemente, todo conforme se desarrolla infra. Por razones de economía procesal, expresa que resulta admisible la acumulación de acciones como la de reinstalación de las condiciones laborales (art. 52) y la querella por práctica desleal (art. 54) establecidas en la ley 23.551, ya que los actos y normas cuestionados constituyen un comportamiento antisindical por parte de la Municipalidad de Marcos Juárez que determinan la admisibilidad de ambas acciones. Resultan a la vez admisibles las mismas conforme lo dispone el art. 52 y 54 de la ley 23.551 por cuanto la lesión a los derechos laborales y sindicales, como así también la garantía constitucional de estabilidad de los representantes gremiales reconocidos por el Art. 14 bis de la Constitución Nacional y por el art. 23 inc. 12) de la Constitución Provincial, el principio de legalidad (art. 19 C.N.) y el principio de jerarquía normativa (art. 31 C.N.), se encuentran amenazados de manera cierta e inminente por medio de los actos administrativos atacados, realizados sin iniciar la acción de exclusión de tutela sindical. Ello se enmarca en un plan pergeñado por la Municipalidad de Marcos Juárez y exteriorizado por el propio Intendente Municipal y sus funcionarios de primera línea, para impedir su continuación laboral y el libre ejercicio de su libertad sindical durante el tiempo de su mandato, el cual concluye en Julio de 2019, sirviendo a su vez de clara advertencia para el resto de los dirigentes gremiales a quienes el ejecutivo pretende alinear. Agrega que la acción sumaria de restablecimiento de las condiciones laborales (art. 52 2 párrafo in fine L.A.S.) y querella por práctica desleal (art. 54 L.A.S.), conjuntamente con la solicitud de declaración de inconstitucionalidad e inaplicabilidad de su cesantía mediante una simple nota sin respaldo administrativo y el posterior Decreto Ejecutivo Municipal N° 236/2017 que rechaza su Recurso de Reconsideración violentando su status sindical " y el cese de la relación laboral afectando su estabilidad gremial sin respetar el procedimiento de exclusión de tutela sindical, resultan claramente procedente, porque de manera expresa y manifiesta vulnera derechos y garantías constitucionales fundamentales, como normas de jerarquía superior conforme se desarrolla a continuación. En efecto, los dirigentes gremiales poseen estabilidad como consecuencia directa del derecho de agremiación siendo evidente que resultaría inoperante reconocer legislativamente tal derecho, si se admitiera la facultad del empleador de extinguir por cualquier motivo el contrato de trabajo de los dependientes que desempeñan cargos directivos en la asociación sindical. En otras palabras, la actividad sindical nunca podría ejercitarse en forma autónoma si los dirigentes estuviesen expuestos a cualquier decisión de la patronal. Así la libertad sindical y la garantía de su ejercicio está claramente consagrada en el art. 14 bis de la Constitución Nacional al establecer la organización sindical libre y democrática, apartándola de toda injerencia del empleador, otorgando a los representantes gremiales las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo. Tales derechos sindicales y garantías quedaron plasmados en el texto constitucional, como así también en la Constitución de Córdoba (art. 23 inc. 12) y en distintos tratados que han adquirido raigambre constitucional (art. 75 inc. 22), como también aquellos tratados internacionales, suscriptos por nuestro país, que tienen preeminencia normativa frente a la ley interna. Existe por lo tanto un importante cuerpo de normas de derecho internacional que gozan de jerarquía normativa constitucional en los términos del art. 75 inc. 22, integrado entre otros instrumentos por la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948) —en tanto que prohíbe la discriminación por cualquier motivo y el derecho de sindicación—; la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) —el que contiene una cláusula antidiscriminatoria y la facultad de fundar sindicatos y afiliarse a ellos-; la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1966) -que reconoce la libertad de asociación para fines laborales.-; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966)- que incluye una cláusula antidiscriminatoria ya sea por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social y en su art. 8 se consagran los derechos a fundar sindicatos, a afiliarse y a funcionar, sin otra restricción que las que prescriba la ley-; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) en el cual nuevamente se consagra la prohibición de discriminación por cualquier motivo y el derecho que tiene toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso el derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la protección de sus intereses.-Además, entre otros, está vigente el convenio O.I.T. N° 87 relativo a la libertad en la tarea sindical y a la protección de los derechos de sus asociados, vinculante para la Argentina desde el ario 1960. Cualquiera sea el rango jerárquico de los convenios (tanto si se los considera como de igual jerarquía que la Constitución escrita o un rango inferior, pero supralegal) no cabe lugar a dudas que son operativos per se en el ordenamiento jurídico argentino y que si existe una ley nacional contraria a lo dispuesto en el convenio, obviamente se deberá aplicar la norma legal superior, es decir el convenio, en detrimento de la ley, salvo que ésta garantice a los trabajadores condiciones más favorables que las establecidas en el instrumento internacional. Ello de conformidad con el artículo 19 párrafo 8vo de la Constitución de la OIT. El principio de jerarquía normativa establecida por el art. 31 de la Constitución Nacional, impone a todo el ordenamiento jurídico una adecuación piramidal, teniendo en cuenta los derechos consagrados en ella, como así también en los tratados internacionales antes citados. Es por ello que la legislación ha receptado tales preceptos, los que fueron contenidos en la ley 23.551 que reglamenta el ejercicio de los derechos sindicales allí establecidos. La Ley de Asociaciones Sindicales y Profesionales N° 23.551, establece en el art. 47 la tutela, mediante acción de amparo, a los derechos de libertad sindical, y en los arts. 48 a 52 un régimen de estabilidad propia para los representantes gremiales por el cual se invalida cualquier tipo de modificaciones de las condiciones de trabajo por parte del empleador, imponiendo como condición la resolución judicial previa que excluya tal garantía. Destaca entonces que el objetivo básico de la Ley N°23.551 es garantizar la libertad sindical. Para ello, estableció un sistema de protección en favor de los representantes gremiales con el fin de asegurar su ejercicio efectivo a través de la garantía de la estabilidad y un palmario apartamiento de la ley aplicable se traduce en el desconocimiento de derechos fundamentales garantizados por la Constitución Nacional (C.S.J.N. Fallos: 307:2420, entre muchos otros). Es decir, el régimen de la ley tiene como fin impedir que el empleador unilateralmente decida que medidas corresponde aplicar y para ello transfirió la consideración a la justicia. Con esto pretende evitar que el empleador adopte un comportamiento que agravie el interés tutelado. Cita jurisprudencia. Bajo este contexto normativo y jurisprudencial, reitera que los supuestos actos administrativos que disponen el cese de su vínculo laboral con la Municipalidad de Marcos Juarez a partir del día 30 de Octubre de 2017, reflejan claramente una abierta violación de todas las normas constitucionales y legales citadas. Resulta evidente que es ilegal la desafectación de su puesto de trabajo desde el mismo día de su dictado el D.E.M., produce una alteración ilícita de sus condiciones de trabajo, que torna procedente la acción de restablecimiento de las mismas, en razón de que la MUNICIPALIDAD DE MARCOS JUAREZ no ha iniciado previamente la acción de exclusión de tutela sindical establecida en el mismo art. 52 de la ley 23.551, ni existe sentencia firme que la sustraiga de la garantía de estabilidad consagrada en el art. 14 bis C.N.-Es decir, los actos administrativos cuestionados que disponen la modificación de sus condiciones de trabajo al colocarme en situación de despido discriminatorio, (aunque no se expresa pero sin duda por mi calidad de dirigente gremial), sin que mediara resolución judicial firme que la excluya de la garantía constitucional, es no sólo un acto nulo (art. 386, 390 Código Civil y Comercial de la Nación) sino también un acto ilícito, asimilable a simples vías de hecho. Se trata de un acto nulo de nulidad absoluta que no produce los efectos de actos jurídicos sino los efectos de los actos ilícitos, cuyas consecuencias deben ser reparadas (ad 391 CC y CN). La misma ley abre las vías de reparación del acto ilícito, autorizando la restitución in natura, mediante la reposición de las cosas a su estado anterior dando derecho al afectado a demandar judicialmente, por vía sumarísima, el restablecimiento de las condiciones de trabajo arbitrariamente alteradas.No obstante ello, sostiene la doctrina que la extinción del contrato de trabajo por rescisión unilateral y sin causa, es asimilable a un "despido" en tanto se trata de un acto de denuncia motivada del contrato de trabajo dispuesta por el empleador que, aunque no configura la "justa causa" prevista por el art. 242 L.C.T., tiene como efecto jurídico principal el de extinguir el contrato de trabajo por otra causal, cual es la de que el dependiente se encuentra agremiado y tiene la calidad de dirigente sindical. No existe razón justificable para desafectarle del trabajo sin que el empleador invoque causal. Si quiere despedirle, no podrá soslayar la previa promoción del procedimiento judicial de exclusión de tutela, previsto por el art. 52 de la ley 23.551, puesto que esta norma determina expresamente que los trabajadores amparados por la protección gremial "no podrán ser despedidos, suspendidos ni con relación a ellos podrán modificarse las condiciones de trabajo, si no mediare resolución judicial previa que los excluya de la garantía. Cita jurisprudencia. De ello se colige el deber del tribunal para decretar la nulidad y/o inconstitucionalidad del D.E.M. por violentar abiertamente la garantía constitucional establecida en el art. 14 bis. Resulta asimismo procedente la querella por práctica desleal (art. 54 ley 23.551) que se acumula conjuntamente con la acción de restablecimiento de condiciones laborales (art. 52) por cuanto lo dispuesto por el Ejecutivo Municipal y lo exteriorizado asimismo por sus funcionarios, implican sin más una práctica desleal tipificada por el art. 53 de la ley de asociaciones sindicales. En efecto, el Convenio 98 de la OIT ratificado por decr. Ley 11594/56 establece en su art. 1 que Los trabajadores deberán gozar de adecuada protección contra todo acto de discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical con relación a su empleo agregando en su art. 2 que Dicha protección deberá ejercerse especialmente contra todo acto que tenga por objeto: ...b) Despedir a un trabajador o perjudicarle en cualquier otra forma a causa de su afiliación sindical o de su participación en actividades sindicales.Como se observa, las disposiciones del citado convenio que tienen jerarquía superior a las leyes (art. 75 inc. 22 C.N.) protegen al trabajador de las prácticas antisindicales.-Las prácticas desleales han sido definidas como las acciones u omisiones contrarias a la ética de las relaciones del trabajo y la tipificación de las mismas como prohibidas se encuentran reguladas en los arts. 53 a 55 de la ley 23.551. Las acciones contrarias a la ética de las relaciones de trabajo, se cristalizan en actos prohibidos por la ley, ilícitos laborales, que tienen por fin coartar, impedir, restringir o dificultar el ejercicio regular de los derechos de libertad y autonomía sindical. Existen coincidencias acerca que toda conducta antisindical debe ser sancionada y que cualquier comportamiento antisindical puede ser perseguido judicialmente para lograr su cese, aun en los casos en que el agente dañoso esté fuera de la relación laboral influyendo en ella directa u oblicuamente, razón por la cual debe terminar de inmediato. Sabido es que toda práctica antisindical contiene dos elementos: a) el elemento subjetivo o teleológico que es la motivación antisindical, o sea el propósito de impedir u obstaculizar o restringir el libre ejercicio de los derechos sindicales y b) un elemento objetivo que consiste en la idoneidad o efectividad de las prácticas en sí mismas para configurar una amenaza o intento de cercenamiento de los derechos y libertades sindicales. El elemento subjetivo o teleológico ha sido claramente exteriorizado en los distintos medios periodísticos, tanto por el intendente municipal como por los funcionarios municipales de primera línea, afirmando su intención de impedir la continuidad en su trabajo por ser integrante de la comisión directiva del SUOEM. El elemento objetivo que plasma la premeditación de la práctica antisindical está dado por el dictado por los actos administrativos arriba citados como por los actos administrativos preparatorios del mismo, como es la intimación por nota de fecha 25/10/2017 que le notifican la rescisión de su contrato de trabajo después de ocho años, sin iniciar previamente la acción de exclusión de tutela sindical establecida en el art. 52 de la L.A.S. y violentando esta normativa de carácter protectivo. Que de esta manera, la conducta adoptada por el Municipio encuadra en distintas prácticas desleales tipificadas por el art. 53 de la ley 23.551. El art. 53 inc. 1) de la citada ley de asociaciones sindicales tipifica como práctica desleal el despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de los representantes sindicales que gocen de estabilidad de acuerdo con los términos establecidos por este régimen, cuando las causas del despido, suspensión o modificación no sean de aplicación general o simultánea a todo el personal incluso con relación a esta práctica contra representantes sindicales, ha dicho la doctrina que se configuran objetivamente, sin que sea necesario que el trabajador afectado por un despido, suspensión o cambio en las condiciones de trabajo sea vea precisado a acreditar el propósito antisindical del empleador, sino que éste se presume de pleno derecho. Asimismo, atento la finalidad expresada por los funcionarios municipales en los distintos medios periodísticos, en orden al interés de desvincularme del municipio, se evidencia claramente la intención política de intervenir o interferir en el funcionamiento regular de la asociación sindical, practicando para tal fin un trato discriminatorio, cualquiera sea su forma, en razón del ejercicio de los derechos sindicales tutelados por este régimen. Es decir, también la conducta desplegada por la Municipalidad de Marcos Juárez encuadra en la práctica desleal tipificada en los incisos b) y j) del art. 53 de la ley 23.550, por lo que corresponde el cese inmediato de las medidas adoptadas, tanto en relación al dictado del D.E.M. que declara el despido, como así también la intimación en los términos establecidos en el Decreto 236/2017 que rechaza su recurso de reconsideración. Asimismo, y ante la eventualidad que los intereses políticos partidarios del Intendente Municipal, demoren, dilaten y/o de cualquier forma obstaculicen lo dispuesto por este Tribunal, solicita la aplicación de astreintes en los términos establecidos por el art. 55 2° párrafo de la L.A.S. Por tal motivo, encuadrando las conductas cuestionadas en ambas acciones intentadas, resulta procedente su acumulación, debiendo asimismo hacer lugar a la querella por práctica desleal, aplicando a la demandada las multas y sanciones establecidas en el art. 55 de la ley 23.551. Efectúa reserva del caso federal y ofrece prueba documental, informativa en subsidio y testimonial. Impreso el trámite de ley a f. 138 se ordena correr traslado de la demanda, en los términos de los arts. 83 y 31 de la ley 7987, por lo que a ff. 152/159 comparece la Dra. Melina Benedetti en su carácter de apoderada de la Municipalidad de Marcos Juárez, contestando el traslado de la demanda corrido y ofreciendo prueba. Solicita oportunamente el rechazo de la demanda, con costas a la contraria. En primer lugar niega todos y cada uno de los hechos vertidos en la demanda, salvo los que expresamente reconoce. Niega que corresponda restablecer las condiciones laborales de la actora. Niega que las mismas hayan sido arbitraria e ilegalmente modificadas por una simple nota del Depto. De Recursos Humanos Municipal. Niega que corresponda declarar la inaplicabilidad e inconstitucionalidad de la resolución del Departamento de Recursos Humanos ni del Decreto Nº 236/2017. Niega que la resolución ni el decreto obedezcan a la calidad de integrante del gremio municipal de la actora. Niega que el Decreto 236/2017 ratifique una “cesantía”, niega que corresponda a la actora el fuero sindical ni procedimiento de exclusión de tutela sindical establecida en el art. 52 de la Ley 23.551. Niega que la Sra. Gutierrez detente en la práctica su cargo de modo permanente como los demás titulares, participando en toda la actividad gremial, niega que haya asistido a reuniones con las autoridades municipales representando al gremio, niega que el municipio pretenda hacer cesar la actividad gremial de la actora. Niega que corresponda la aplicación de multa alguna por práctica desleal, el cese de la medida adoptada, la aplicación de astreintes y menos aún la medida cautelar solicitada. Niega que el Decreto cuestionado sea antijurídico, ilegal e inconstitucional conforme lo repite en reiteradas oportunidades en el escrito inicial de demanda. Niega que el DEM pretenda actuar maliciosamente en la vida gremial del SUOEM, ni en la participación y/o libre ejercicio de la actividad gremial, niega que corresponda comunicar la medida al Ministerio de Trabajo de la Nación. Niega que el accionar municipal viole la C.N., Tratados Internacionales, leyes nacionales ni provinciales citadas. Niega que la actora detente el cargo de “Revisora de Cuentas”. Niega que haya ocupado distintos cargos como Secretaria de Actas (2013/2015), Vocal titular (2015/2017), niega que tenga mandato y fuero sindical desde hace más de 4 años, con más los casi dos años que restan del último mandato. Niega que se encuentre amparada en el art. 14 bis C.N. Niega que la extinción de un contrato de trabajo de un trabajador con fuero sindical sea asimilable a un despido. Niega que corresponda la acción de exclusión de tutela sindical. Niega que exista una modificación sustancial de las condiciones laborales, niega que haya quedado “cesante”, niega que se le haya prohibido a la actora por la fuerza ingresar a su puesto de trabajo generando un estado jurídico incierto. Niega que a través de distintos medios periodísticos, radiales, gráficos y televisivos las autoridades municipales hayan exteriorizado su intención de impedir a la actora continuar con sus tareas laborales y sindicales. Niega que exista persecución personal en contra de su calidad de dirigente gremial del SUOEM. Niega que exista una modalidad arbitraria de parte del municipio de desarticular el gremio, utilizando una perversa modalidad para rescindir contratos y de esta forma excluir a dirigentes sindicales de la municipalidad, además de una política de persecución y amedrentamiento. Niega que exista un daño cierto y amenaza real e inminente a partir del Decreto Nº 236/2017. Niega que resulten admisibles las acciones de reinstalación de las condiciones laborales y querella por práctica desleal. Niega que resulten procedentes la acción sumaria de restablecimiento de las condiciones laborales y querella por práctica desleal, tampoco la solicitud de declaración de inconstitucionalidad e inaplicabilidad de la resolución expedida por la Directora de R.R.H.H. y el Decreto Nº 236/2017. Niega que los dirigentes gremiales posean estabilidad como consecuencia directa del derecho de agremiación. Niega que los actos administrativos que disponen el cese del vínculo contractual de la actora con la municipalidad a partir del día 30/10/2017 sean una abierta violación de las normas legales y constitucionales vigentes. Niega que la desafectación del puesto de trabajo produzca una alteración ilícita de las condiciones de trabajo que torne procedente el restablecimiento de las mismas. Niega – como ya lo manifestó- que corresponda a este caso en concreto la acción de exclusión de tutela sindical. Niega que los actos administrativos sean nulos de nulidad absoluta, ilícitos ni tampoco vías de hecho, niega que sus consecuencias deban ser reparadas. Niega que lo dispuesto por el DEM y lo exteriorizado por sus funcionarios impliquen una práctica desleal tipificada por el art. 53 de la L.A.S.. Niega que se configuren los elementos de la práctica antisindical. Niega que exista premeditación de dicha práctica mediante los actos administrativos que cita la actora. Niega que la conducta desplegada por la Municipalidad de Marcos Juárez encuadre en la práctica desleal tipificada en los incisos b y j del art. 53 Ley Nº 23.551, niega que corresponda el cese inmediato de las medidas adoptadas. Niega que corresponda la aplicación de astreintes en los términos establecidos por el art. 55 segundo párrafo de la L.S.A.. Niega la existencia de intereses políticos que demoren, dilaten u obstaculicen lo ordenado por el Tribunal.- Niega que corresponda la aplicación de medida cautelar alguna para suspender los efectos de los actos administrativos atacados. Niega que corresponda ordenar la reincorporación de la actora hasta tanto se dicte resolución definitiva en los presentes. Niega que corresponda comunicar al Ministerio de Trabajo de la Nación. Niega que la Sra. Gutierrez tenga hijos a cargo y sea único sostén de su familia, niega que no perciba ningún emolumento por ningún concepto. Niega que se encuentren acreditados los requisitos de verosimilitud en el derecho, peligro en la demora y contracautela. Niega que exista una interrupción indebida del mandato de la actora como integrante de la Comisión Directiva del SUOEM. Niega que el mantenimiento de los efectos de los actos administrativos durante la tramitación del proceso pueda provocar un daño grave e irreparable a los derechos sindicales, niega que exista un perjuicio irreparable o de difícil reparación ulterior. Afirma que la resolución dictada por la Directora de Recursos Humanos y el Decreto Nº 236/2017 son legítimos, ajustados a derecho y deben mantener su plena vigencia. Incluso el nombrado en segundo lugar resulta la consecuencia de todo lo actuado y probado, por lo que debe mantenerse su legitimidad y validez. Que el procedimiento de rescisión del contrato administrativo y posterior proceso administrativo iniciado por la ahora actora se desarrolló conforme lo ordenan las disposiciones legales vigentes y el contrato celebrado entre las partes. Dice que con fecha 06 de junio de 2017 la actora celebra contrato administrativo con la Municipalidad de Marcos Juárez con vigencia desde el 01/2017 hasta el 31/12/2017, conviniendo en la cláusula TERCERA la facultad municipal de rescindir el mismo con anterioridad a su vencimiento, con o sin causa, debiendo notificar a la contratada con 48 horas de anticipación mediante nota remitida a su domicilio por un agente oficial notificador, quien deberá hacer firmar su recepción con fecha y hora de entrega. Que el procedimiento de la cláusula TERCERA es el que se llevó a cabo para la extinción del vínculo contractual, el que la misma Sra. Gutierrez consintió al momento de firmarlo, como lo había hecho también en los anteriores sin manifestar disconformidad alguna. Es decir que ella sabía que existía la posibilidad de rescisión anticipada y que su estabilidad no era “propia” al no ser agente municipal de planta permanente. Que no existe ninguna medida arbitraria, ilegal, ilegítima, inconstitucional, menos aún existe voluntad municipal de entorpecer y/o impedir la actividad gremialista de la Sra. Gutierrez, sino el simple y llano derecho que le asiste al municipio de rescindir un contrato sin necesidad de expresar causa alguna como lo ha hecho. Que la resolución dictada por la Sra. Celia Lescano Posse en su calidad de Directora Municipal de Recursos Humanos fue dictada conforme lo dispuesto por Ord. 478 –Régimen del Trámite administrativo- teniendo plenas facultades para realizarlos y a más de ello, fue rectificada mediante Decreto 236/17 del D.E.M. Reconocido el derecho que le asiste de presentar un recurso de reconsideración, el mismo es resuelto y agotada la instancia administrativa. Como ya fue manifestado en el Decreto Nº 236/2017, la Sra. Nancy Gutierrez detenta el cargo de Tribunal de Cuentas Suplente y no se encuentra en ejercicio de la función, por ello, sólo existe una mera expectativa que únicamente podría convertirse en protección en caso de ejercer el cargo, circunstancia que hasta el momento de la rescisión contractual no había sucedido.- Que la protección reconocida por la L.A.S. corresponde al ejercicio real sindical y no a una mera formal función. En términos generales dice que el régimen legal que asegura la estabilidad del dirigente sindical electo enraiza en la libertad sindical garantizada constitucionalmente. Cita jurisprudencia. Dice que se desprende de la notificación remitida por el SUOEM con fecha 19/07/2017 que la actora ocupaba el cargo de Tribunal de Cuentas Suplente, es decir que no detenta un ejercicio real como lo tiene un delegado gremial, sino que es una mera función formal. La función de la actora en el SUOEM no implica ni conlleva el ejercicio de función sindical alguna y a tal fin carece de protección sindical. Es decir que, de ninguna manera el cargo conlleva el ejercicio de una función gremial que ponga en riesgo su estabilidad laboral, que es lo que intenta proteger la ley 23.551. Expresa que la actora no actuó como delegada gremial en virtud de su cargo de Revisora de cuentas suplente y por ende no participó en la defensa de los derechos e intereses de los trabajadores municipales. No consta en el municipio ninguna petición de permiso para participar en actividad gremial, tampoco consta su participación en las reuniones llevadas a cabo entre el Municipio y el Sindicato, respecto de las cuales se labran las actas pertinentes y que ofrece como prueba. Que en los hechos, la actora nunca ejerció la función de defender los derechos de los trabajadores, característica indispensable del representante sindical para poder gozar de la protección sindical. Menos aún ni siquiera ejerció efectivamente el cargo, ya que al ser suplente, la ostentación del mismo dependía de que se presente una vacante en el Tribunal de Cuentas. Cita jurisprudencia. Reitera que se debe rechazar la acción de restablecimiento de condiciones laborales y mantener su plena vigencia el Decreto 236/2017 y los actos administrativos anteriores, ya que -como fue manifestado-, la Sra. Gutierrez no poseía protección gremial por no ser un cargo efectivamente ejercido siendo que la protección sindical corresponde al ejercicio real sindical y no a la mera formalidad del cargo y por ello no correspondió llevar a cabo el procedimiento de exclusión de tutela sindical del art. 52 L.A.S..-Asimismo deberán ser rechazado el pedido de astreintes por encontrarse litigando en contra del Estado Municipal, quien es respetuoso de las normas legales vigentes y la separación de poderes del estado, cumplimentando en tiempo y forma cualquier disposición judicial que por la justicia fuera ordenada. Respecto a la procedencia sustancial de querella por práctica desleal manifiesta que no existe ninguna práctica antisindical desde el municipio, ello se acredita con las vastas audiencias concedidas a los fines de tratar distintos temas que los aquejan.-Asimismo, reitera y remite a lo manifestado en el punto anterior, el municipio lo único que hizo fue rescindir un contrato administrativo, ya que se encontraba dentro de sus facultades hacerlo (ver cláusula TERCERA del contrato administrativo de fecha 06/06/2017). Dicho acto administrativo no conlleva una motivación antisindical ni tiene el fin de impedir, obstaculizar o restringir el ejercicio de los derechos sindicales. Tampoco la medida generó un cercenamiento de derechos y libertades sindicales, puesto que la rescisión del contrato administrativo no le impide a la actora ni al sindicato continuar desarrollando sus funciones. Dice que la Sra. Gutierrez no explica a qué se refiere cuando manifiesta “lo dispuesto por el Ejecutivo Municipal y lo exteriorizado asimismo por sus funcionarios, implican más una práctica desleal tipificada por el art. 53 de la ley de asociaciones sindicales”… “el elemento subjetivo o teleológico ha sido claramente exteriorizado en distintos medios periodísticos, tanto por el intendente municipal como por los funcionarios municipales de primera línea, afirmando su intención de impedir la continuidad en mi trabajo por ser integrante de la comisión directiva del SUOEM”. Jamás existió ningún pronunciamiento desde el municipio en esas condiciones, de hecho, la actora no acompaña prueba a los fines de acreditarlo. La actora confunde en su demanda el ejercicio de un derecho municipal –facultad de rescisión contractual anticipada y sin causa- con actos discriminatorios y tendientes a interferir en el funcionamiento de la entidad sindical. Y en este último caso, teniendo en cuenta que, de querer intervenir o inferir en la constitución, funcionamiento o administración del SUOEM –circunstancia que jamás se quiso realizar- no se logra atentando contra un cargo suplente que no ha llegado a la ostentación efectiva del mismo, es decir que actuar de esa manera, sería una actitud ilógica e irrazonable.- En cuanto a la denuncia de configuración del supuesto típico contemplado en el inc. j) del art. 53 -“practicar trato discriminatorio, cualquier sea su forma, en razón del ejercicio de los derechos sindicales tutelados por este régimen”-, la accionante ha omitido también aportar elementos de convicción tendientes a evidenciar que ha sido merecedor de un trato disímil y peyorativo -en relación a otros en igualdad de circunstancias- debido a su quehacer gremial. Debe señalarse que la motivación ilícita no puede presumirse, debe quedar acreditada de manera terminante y precisa. Cita jurisprudencia y respecto de esto punto culmina diciendo se debe rechazar la querella por práctica desleal solicitada por la actora ya que jamás ello ha sucedido ni tampoco fue acreditado el cumplimiento de los requisitos legales previstos por ley. Desconoce la documental ofrecida por la contrario y ofrece prueba documental, informativa y confesional. Formula reserva del caso federal. c) Abierta la causa a prueba y diligenciada la que obra en autos son evacuados los traslados para alegar; dictado, firme y consentido el decreto de autos queda los presentes en condiciones de ser resueltos.---------------------------------------------------------------------------------Y CONSIDERANDO: I.- Que, conforme a la relación de causa que antecede, la actora demanda por el restablecimiento de las condiciones laborales y querella por práctica desleal, en contra de la Municipalidad de Marcos Juárez, con motivo de la cesantía dispuesta en el cargo que desempeñaba en la Municipalidad demandada, desconociendo la accionada, alega, su calidad de dirigente sindical, con mandato vigente hasta el 21/07/2019. Por su parte, la Municipalidad de Marcos Juárez, rechaza el planteo de la actora, manifestando que el contrato administrativo que vinculaba a las partes tenía vigencia desde el 01/2017 al 31/12/2017, con cláusulas que permitían la facultad municipal de rescindir dicho contrato y que  la protección esgrimida por la accionante respecto de la ley de asociaciones sindicales no alcanza por cuanto se requiere para ello el ejercicio real sindical y no una mera función formal, atento que el cargo detentado por Nancy Gutiérrez, argumentan, es el de miembro del Tribunal de Cuentas suplente. II.- Que la competencia del Tribunal para entender en la causa surge del art. 63 de la Ley de Asociaciones Sindicales -en adelante LAS-, en cuanto determina que “Los jueces o tribunales con competencia en lo laboral en las respectivas jurisdicciones conocerán en: a) Las cuestiones referentes a prácticas desleales; b) Las acciones previstas en el artículo 52…”, hallándose fuera de toda duda su aplicación al ámbito de las entidades sindicales representativas de los trabajadores del sector público y a estos últimos cuando invocan la vulneración de las garantías que el plexo sindical contempla. Así lo ha sostenido el Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba al disponer que "La acción de reinstalación, base de la acción y presupuesto para determinar la competencia está prevista en el art. 52 de la ley 23551, ordenamiento que no distingue entre empleados públicos y dependientes privados. Su ámbito personal de aplicación es general, no hay norma que autorice trato diferenciado o que excluya algún sector. La materia de que trata y puntualmente la garantía que consagra, se define y opera a partir del resguardo de la función que desempeña el dirigente y no conforme el sector al que pertenece. El marco jurídico y teórico que lo conforma es específico del Derecho Colectivo y por ello el art. 63 de la ley de asociaciones, somete el conocimiento de las acciones previstas en los arts. 52 y 47 ib. a los Jueces o Tribunales con competencia en lo laboral. Esta pauta es relevante, pues el legislador, consciente de la especialidad de las relaciones colectivas y de las particularidades del sistema de tutela sindical, expresa su voluntad de mantener dentro del fuero formado en la materia, la decisión de los conflictos generados con motivo de las garantías reguladas…”. (Conf. Sent. N° 33, del 27/04/2000 "Paz Raúl a. y otros c/ D.P.V. -Acción de tutela sindical - ley 23.551- Apelación- Recursos Directo y Casación";  Sent. N° 26 del 3/04/2001 "Santillán Héctor g. y otra c/ Dir. Pcial. de Vialidad y otra - Acción de Reinstalación - Apelación - Recurso de Casación"). III.- Sin perjuicio del planteo introducido por la accionada y vinculado con el carácter de suplente de la actora en el cargo que ostenta, se desprende, de las constancias de la causa, que Nancy Gutiérrez se encontraba dentro de las autoridades electas por el personal municipal, que fue puesta en posesión del cargo y que dicha elección y designación fue comunicada a las autoridades nacionales competentes. No se evidencia, por otra parte, que la accionada haya impugnado o rebatido dichas circunstancias antes de la promoción de la demanda. Por otra parte, ha otorgado premisos de índole gremial a la accionada, conforme lo informado por la misma Municipalidad de Marcos Juárez (fs. 390). Así, resulta al menos contradictorio, que quien otorga una licencia con carácter “gremial” luego desconozca esa calidad a la propia trabajadora. Sin perjuicio de ello, e independientemente del carácter de suplente ostentado por Nancy Beatriz Gutiérrez, cabe destacar que la estabilidad sindical también alcanza a quienes posean cargos electivos ejercidos en dicha calidad. El art. 48 de la LAS, que delimita el ámbito personal de aplicación de dicha garantía, no efectúa distinción entre la condición de titular o suplente en el cargo, con lo cual no cabe su exclusión a efectos de analizar si están amparados bajo la tutela. “No parece razonable la distinción que formula el empleador en cuanto la condición de suplente del representante sindical, pues ello importaría introducir por vía de interpretación una excepción no prevista en la norma legal” (Conf. Cám.Nac.Trab. Sala III, 16/07/2004 “Acosta, Daniel Jorge c/ Obra Social de la Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina y otro s/ despido”). Que de esta manera, y atento carecer de sustento legal la defensa intentada en ese sentido por la accionada, no puede ser de recibo. IV.- Que no se puede pasar por alto, la modalidad temporaria del vínculo que unía a las partes. En efecto, como surge de los elementos arrimados al proceso, la Sra. Nancy Beatriz Gutiérrez se desempeñaba hasta el momento de la desvinculación, como revisora de cuentas del SUOEM, en calidad suplente, y prestaba tareas de mantenimiento y administración del Museo Municipal, esto último conforme surge de la copia del contrato obrante a fs. 140. En dicho instrumento se consignó asimismo, que la vinculación entre las partes tendría una duración de seis meses, desde el 01/07/2017 al 31/12/2017.  Se debe mencionar, que si la relación de empleo público adoptó la modalidad de planta temporaria, y se prolongó a través de sucesivos contratos, el dependiente carece -en principio- de acción para reclamar la reinstalación en su puesto de trabajo -sin estabilidad- con sustento en la ley sindical.  No obstante, resulta menester diferenciar los diversos ámbitos, alcances y finalidades que contienen el régimen de empleo público -por un lado- y el ordenamiento de la Ley de Asociaciones Sindicales, por el otro. La ley 23.551 ha sido dictada con el propósito de rodear a la libertad sindical de mayores garantías de desenvolvimiento, resultando a todas luces evidente que contiene disposiciones extrañas a la regulación estatutaria del empleo público. Si bien la ley 23.551 no establece diferenciación alguna entre agentes públicos y privados y, toda vez que -como se dijo- no existió cuestionamiento alguno al ejercicio de los derechos sindicales del accionante (hasta esta instancia judicial) la finalidad tuitiva de esa norma (23.551) no puede confundirse con la estabilidad que gozan los empleados del estado por su condición de tales. Ello así, pues la Ley de Asociaciones Sindicales proporciona una protección adicional cuyo fundamento estriba en el ejercicio de la actividad sindical del agente. En el caso, se impone concluir que, sin perjuicio de que, por su condición de agente contratada, la actora no gozaba de la estabilidad que tienen constitucionalmente reconocida los empleados públicos de planta permanente, sí disponía, en cambio, atento su incuestionada calidad de representante sindical amparado por las garantías de la ley 23.551, de esa protección adicional que halla su fundamento en el derecho constitucional a la libertad sindical. Nada impedía al municipio adoptar las medidas establecidas en el art. 52 de la LAS, puesto que la exclusión de la tutela sindical es al solo efecto de que el empleador adopte la medida invocada, asistiéndole recién entonces el derecho a efectivizarla. De esta manera, no se advierten razones para justificar la falta de promoción de la acción sumarísima prevista por el art. 47 de LAS, para luego, en su caso, disponer el cese de la agente, correspondiendo en consecuencia, declarar la nulidad de la rescisión anticipada del contrato administrativo que vinculaba a la Sra. Nancy Beatriz Gutiérrez con la Municipalidad de Marcos Juárez, por resultar contrario a las previsiones de la ley 23.551.-  V.- Sin perjuicio de lo expuesto precedentemente, no se pueden desconocer las características propias del vínculo jurídico temporario que unía a las partes, de manera que, no obstante la calidad de representante gremial de la actora, la vinculación entre las partes continuó rigiéndose por un contrato, fuera del marco de legislación del empleo público. Si bien el análisis de la naturaleza jurídica de dicha vinculación es ajeno y extraño al tema de discusión de autos, lo cierto es que las condiciones de trabajo existentes con anterioridad a la desvinculación no pueden ser dejadas de lado. Así, no puede pretenderse modificar la modalidad temporaria en modalidad permanente por el solo hecho de haber sido elegida como autoridad sindical. “La regulación específica de la ley 23.551 no puede tener el efecto mágico de transformar un vínculo jurídico agotado como personal de planta temporaria en agente de planta permanente, siendo en ese aspecto de aplicación las normas del derecho público administrativo" (conf. SCBA "Centurelli, Alfredo Jesús contra Municipalidad de la Costa- Reinstalación en el cargo”, sent. del 30/10/2002;).  Es decir, la circunstancia de que un trabajador de planta temporaria de un municipio sea elegido como delegado gremial no puede válidamente traer como consecuencia que la tutela de dicha función sea entendida como garantía de estabilidad en la relación de empleo público. El personal de planta temporaria se halla incorporado a un régimen de excepción, no poseyendo más estabilidad en el empleo que la que surge del acto de designación. De esta manera, y sin perjuicio de haberse reconocido el actuar antijurídico de la accionada al no utilizar los carriles legales correspondientes para el acto pretendido, la solicitud de reinstalación de la agente actora en su puesto de trabajo deviene imposible atento que, a la fecha de la presente resolución, el contrato que vinculó a las partes ha perdido vigencia. Incluso, no se puede dejar soslayar, que la accionante, por vía cautelar, ha prestado servicios en la Municipalidad de Marcos Juárez, por un tiempo mas prolongado que el que originariamente se convino entre accionante y accionada, toda vez que, como se dijo, el último contrato tuvo una duración de seis meses, desde el 01/07/2017 al 31/12/2017. VI.- Que en lo que respecta a la querella por practica desleal, la actora  articula la acción que autoriza el art. 53 de la LAS aduciendo que el accionar de la demandada  implica una práctica de las tipificadas en la norma mencionada (incisos b, i, j). Así, peticiona que se apliquen las sanciones del art. 55 de la misma ley, y se ordene el cese de la conducta antisindical, Por su parte, la accionada niega que con su actuar se pretenda afectar maliciosamente la actividad gremial, y se opone a la procedencia de la querella argumentando que el municipio lo único que hizo fue rescindir un contrato administrativo, ya que se encontraba dentro de las facultades de hacerlo, según su cláusula tercera. Dice además, que tal situación no tiene por fin impedir, obstaculizar o restringir el ejercicio de los derechos sindicales ni que la medida haya generado un cercenamiento de derechos y libertades sindicales, atento que la rescisión  del contrato administrativo no le impide a la actora ni al sindicato continuar desarrollando sus funciones.  Cabe señalar que se ha definido a la práctica antisindical como “toda conducta del empleador o de las asociaciones que los nuclean dirigida a menoscabar, perturbar u obstruir la formación, la acción, el desarrollo o actividad de las asociaciones profesionales, de sus representantes, o así como de los derechos que se reconocen a los individuos” (Fernández Madrid, Juan Carlos, “Tratado Práctico de Derecho del Trabajo”, Ed. la Ley, p. 321). El art. 53 de LAS, tipifica taxativamente conductas a las que la ley les atribuye una antijuridicidad especial que, sin constituir técnicamente delitos del Derecho Penal, se emparentan a ellos. Al respecto, se ha dicho que " ... la práctica antisindical requiere elucidar si se incurrió o no en una actitud "típicamente antijurídica y culpable", o sea si existió o no un comportamiento subjetivo e intencional, subsumible en la hipótesis que taxativamente la ley describe y que debe ser interpretada con el criterio propio del Derecho Penal, que, desde una perspectiva garantista, impone aferrarse al principio de legalidad y que exige claridad en la configuración fáctica de la conducta reprochable” (CNAT, Sala VIII, 30/08/2004, autos “Unión de Trabajadores de Prensa de Buenos Aires U.T.B.A. c. Arte Gráfico Editorial Argentino S.A”, LA LEY, 2005-A, 112 - IMP 2004-B, 2644).   Se observa en el caso, que mas allá de una alusión genérica a cuales serían las conductas “desleales” imputadas a la accionada, no se describen ni se muestran  hechos concretos y pertinentes para sostenerlas, por lo que el planteo deviene infundado, atento entenderse que no se dan los presupuestos para que la conducta asumida por la demandada pueda ser considerada punible en los términos que autorizan los arts. 53 a 55 de la LAS. Tal solución se condice con el criterio restrictivo que cabe adoptar en la materia, merced al cual la interpretación de las causales que originan la acción por práctica antisindical ha de ser objeto de un análisis riguroso, para evitar considerar a toda conducta empresaria como comprendida en ellas. Se destaca además, que la motivación ilícita no puede presumirse, sino que, por el contrario, debe quedar acreditada de manera terminante y precisa, lo cual, no se evidencia de la prueba rendida en autos. Así, y atendiendo a la naturaleza represora de las previsiones de los artículos 53 a 55 de la LAS, que impone una valoración prudente de la configuración de los ilícitos sancionables, corresponde desestimar la querella por práctica desleal deducida. VII.-  Atento la naturaleza debatible de la cuestión ventilada, el resultado obtenido (acogimiento de una pretensión y rechazo de otras) y lo dispuesto por el art. 28 LPT, las costas se impondrán por el orden causado. Se difiere la regulación de los honorarios de los letrados intervinientes para cuando existan elementos que permitan al Tribunal efectuar una adecuada estimación para su valoración (art. 93 ley 9459) y expresamente lo soliciten. Por lo expuesto, normas, doctrina y jurisprudencia citadas;--------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------SE RESUELVE: 1°) Declarar la nulidad de la rescisión anticipada del contrato administrativo que vinculaba a la Sra. Nancy Beatriz Gutiérrez con la Municipalidad de Marcos Juárez, por resultar contrario a las previsiones de la ley 23.551.- 2°) Rechazar la solicitud de reinstalación en el puesto de trabajo por encontrarse vencido, a la fecha, la vigencia del contrato administrativo mencionado.- 3°) Rechazar la querella por práctica desleal.- 4°) Imponer las costas por su orden, en función de las razones vertidas en los considerandos (art. 28 LPT), difiriéndose la regulación de los honorarios de los letrados intervinientes conforme lo dispuesto en el considerando respectivo. 5°) Emplazar a los letrados intervinientes para que en el término de tres días cumplimenten el aporte al Colegio de Abogados previsto en el art. 35 inc. 1 de la ley 5805 y a las condenadas en costas para que oportunamente acrediten el pago de los aportes de ley por cada letrado (art. 17 inc. a, Ley 6468). Protocolícese, agréguese copia al expediente y hágase saber.-
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